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			Introducción1

			Luis Miguel Castilla, Janice Seinfeld, Milton von Hesse, Nicolás Besich

			Antecedentes

			El Perú está en un punto de inflexión por la conjunción de múltiples crisis: económica, política, institucional y social. Ad portas del Bicentenario, un gran segmento de la ciudadanía busca cambios significativos en la conducción del país —y en las reglas del juego que rigen la economía— ante el hartazgo frente a la política tradicional, las expectativas insatisfechas y las persistentes brechas de acceso a oportunidades y servicios básicos de calidad. Como nunca en nuestra historia contemporánea, estamos sumidos en un estado de polarización e incertidumbre sobre lo que nos depara el futuro.

			La sociedad peruana está dividida en tres campos: uno que exige defender las reglas del juego (el «modelo») bajo el ordenamiento legal vigente; otro que quiere «patear el tablero» y demanda cambios estructurales en el ámbito constitucional para otorgarle un mayor campo de acción al Estado; y un tercero, que tradicionalmente se ha mantenido indiferente a la política, pero que, al tomar mayor conciencia de que existe una crisis de representatividad, se está movilizando y busca ser parte del cambio. En este último grupo se inscriben muchos de los jóvenes que salieron a marchar a finales de 2020. Genuinamente, comienzan a mostrar mayor preocupación por la fragilidad de nuestra democracia y han dejado sentada su posición: no están dispuestos a tolerar intentos de quiebre del orden constitucional.

			En muchos países, es creciente el malestar de las clases medias por problemas como la corrupción y la impunidad, el aumento de la inseguridad ciudadana, la violencia de género y el estancamiento económico que ha impedido una mayor movilidad social y la generación de empleo adecuado. El contexto global está marcado por la insatisfacción ciudadana y la incapacidad de los Gobiernos y las élites para forjar consensos que permitan atender los problemas más acuciosos de la sociedad.

			Hace diez años, en el pico de la bonanza de las materias primas y habiendo superado con relativa facilidad los embates de lo que en su momento se consideró la peor crisis financiera externa que azotó al mundo, muchos peruanos creíamos que estábamos camino al desarrollo y que nada nos podía detener. El «milagro económico peruano» nos llenaba de orgullo y solo sería cuestión de perseverar en el modelo en curso para alcanzar el desarrollo pleno. Se veía a nuestro país como un ejemplo a seguir luego de casi veinte años de progreso y reconocimiento de sus fortalezas macroeconómicas. Un punto culminante al respecto sería la adhesión del Perú a la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), el club de los países más avanzados del mundo, aspiración que se cumpliría antes de celebrar el Bicentenario.

			Sin embargo, en 2020 nos cayó un shock sin precedentes. Según cifras oficiales del Minsa, la pandemia de la COVID-19 a inicios de abril de 2021, poco más de un año después de identificado el primer caso en Perú, ha ocasionado la muerte de más de 50 000 peruanos y borró muchas de las ganancias sociales —en términos de empleo y reducción de la pobreza— que habíamos logrado. Esto en un quinquenio de gran inestabilidad política e institucional en el que escándalos de corrupción, como el de Lava Jato, minaron profundamente la confianza de la ciudadanía hacia las instituciones y de los sectores público y privado entre sí. Todo dentro de un contexto de cambios globales que han hecho al Perú incluso más vulnerable de lo que fue en el pasado. El agravamiento del cambio climático, la mayor frecuencia de desastres naturales, las disrupciones tecnológicas que tienden a tener impactos redistributivos significativos —especialmente en el mercado laboral—, las presiones migratorias, el crimen organizado y el avance exponencial de la ciberinseguridad son solo algunos de los desafíos que exigen acciones que permitan adaptarse a un entorno complejo. Esto definitivamente hace que la complacencia no sea una opción para Gobiernos, empresas y ciudadanos en general.

			Muchos de estos problemas demandan soluciones colectivas y mayor cooperación internacional, pues involucran a la mayoría de las naciones. En 2015, la Organización de Naciones Unidas adoptó la Agenda 2030, donde estableció un conjunto de Objetivos de Desarrollo Sostenibles (ODS) con el que se comprometieron más de 190 países. Sin embargo, pese a las buenas intenciones, los últimos años han estado signados por agendas nacionalistas, proteccionismo y crisis del multilateralismo. Aun cuando los esfuerzos internacionales por lograr la vacunación ante la COVID-19 han puesto nuevamente de relieve lo crítica que resulta la cooperación internacional, y a pesar de que hay un nuevo ímpetu para cumplir los compromisos del Acuerdo de París sobre el cambio climático, es evidente que la atención de los problemas internos de cada país continuará fomentando que cada uno se fije en sí mismo, en vez de trazar acuerdos y avances globales.

			En el caso del Perú, resulta fundamental entender qué ocurrió en las últimas tres décadas para identificar y adoptar una agenda de cambios y reformas que atienda la frustración de grandes segmentos de la población. Sin un claro entendimiento de las falencias del país durante los últimos años, será muy difícil avizorar un sendero para retomar el rumbo hacia el desarrollo. La situación actual introduce un real sentido de urgencia para la toma de decisiones, de manera de desterrar la complacencia y la indolencia de muchos actores con poder de decisión. Esto es, comprender los determinantes de la gran vulnerabilidad del país para proponer cursos de acción que los reviertan. El Perú de hoy es uno donde, lamentablemente, persisten un conjunto de contradicciones y cuyos Gobiernos no han logrado cumplir a cabalidad con las funciones y responsabilidades que les fueron encomendadas.

			De la reciente crisis advertimos los siguientes problemas: la incapacidad de proveer servicios públicos de calidad —agua y saneamiento, salud y educación son tres ejemplos dramáticos—; una economía dual en la que solo uno de cada cinco peruanos tiene un empleo adecuadamente remunerado; el incumplimiento de la normas vigentes —laborales, tributarias, regulatorias—, en gran medida debido a la propagación desproporcionada de normas que no son coherentes entre sí, así como de la incapacidad del Estado de velar por su cumplimiento; la ausencia de una mínima cobertura o soporte público que asegure el bienestar de las poblaciones más expuestas a shocks externos; la crisis de valores que exacerba la predominancia de la ventaja individual antes que el bien común del colectivo; y la gran desconexión y desconfianza entre lo público, lo privado y la sociedad en general.

			Un elemento que subyace a estos problemas es la fragilidad institucional de nuestro país. En muchas ocasiones, el Perú se ha caracterizado por adoptar políticas acertadas, pese a tener instituciones débiles y un Estado que ha devenido en disfuncional. Nuestra dirigencia política no ha logrado completar las reformas que se acometieron hace tres décadas. Somos un país que se ha quedado a la mitad de la tarea: destacamos en lo macro, estamos a medio camino en lo micro y nos hemos estancado (e incluso retrocedido) en lo social e institucional.

			Por todo lo anterior, nace Propuestas del Bicentenario, con el fin de proponer un conjunto de políticas y reformas que suplan el insuficiente avance en reformas institucionales y aceleren la construcción de un Estado que esté, verdaderamente, al servicio del ciudadano. En la actual coyuntura, urge una discusión programática de las intervenciones de política pública requeridas por nuestro país. Planteamos propuestas en ocho ejes temáticos: reactivación económica; empleo, formalización y protección social; gestión sostenible de los recursos naturales; gestión pública eficiente para mejores servicios; salud desde la prevención y los cuidados médicos cercanos; educación para la empleabilidad; agua y saneamiento de calidad; y reforma fiscal para la estabilidad macroeconómica.

			Proponemos políticas para construir una nueva institucionalidad sin destruir lo avanzado. No pretendemos cubrir todos los problemas pendientes de solución en el país, porque muchos de ellos son ajenos a nuestra especialización. Tal es el caso de seguridad ciudadana, reforma judicial y lucha contra la corrupción, por citar algunos de los más relevantes. Pero todos ellos, por ser transversales al Estado y a la sociedad, se verán positivamente impactados por las medidas desarrolladas a lo largo del libro.

			El Gobierno que empiece funciones el 28 de julio de 2021 debe emprender, sin dilaciones, políticas y reformas que reactiven la economía nacional y, a la vez, fortalezcan los débiles cimientos de la prosperidad que el país ha logrado en las últimas décadas. El riesgo de no lograr una mayor cohesión social y robustecer la institucionalidad sería condenar al Perú al estancamiento y al retroceso. No podemos seguir siendo el país de las oportunidades perdidas.

			Marco conceptual

			Durante décadas, economistas, politólogos e historiadores han estudiado las causas que explican las significativas diferencias entre los niveles de ingresos y prosperidad de las naciones en el mundo. En una investigación canónica, Acemoglu y Robinson (2012) evidencian que las instituciones políticas y económicas juegan un rol importante para el desarrollo económico2. La tesis central de este planteamiento es que el correcto funcionamiento del marco institucional de un país —vale decir, que existan «reglas de juego» estables e instituciones que aseguren su cumplimiento— impulsará el crecimiento de la productividad total de factores y el desarrollo de capital humano y físico, todos factores determinantes para el desarrollo económico.

			La tesis distingue entre instituciones inclusivas y extractivas en términos de su impacto en el desarrollo de una nación. Las instituciones políticas y económicas inclusivas —argumentan los autores— son la principal causa del desarrollo económico. Y se definen como estructuras políticas suficientemente centralizadas y plurales donde el poder absoluto no gobierna el sistema en favor de quienes poseen el poder a expensas del resto de la sociedad. En contraste, las instituciones extractivas aparecen si el sistema político no es plural o no está suficientemente centralizado. Los autores caracterizan a las naciones ricas como sociedades donde el Gobierno responde a los ciudadanos y es responsable de sus acciones.

			Además, definen a las instituciones económicas inclusivas como los mercados donde las personas pueden aprovechar libremente las oportunidades según sus capacidades. Estas instituciones ofrecen derechos de propiedad seguros, fomentan la innovación y promueven los negocios. Así, cualquiera puede iniciar un negocio y obtener beneficios de sus emprendimientos: los innovadores invierten al ver posibilidades de retorno de sus actividades; los trabajadores eligen emplearse en actividades en las que puedan cumplir con su capacidad productiva; y las empresas menos creativas, que no aportan suficiente a la sociedad, son reemplazadas por empresas más creativas mediante procesos schumpeterianos de «destrucción creativa».

			La evidencia empírica sobre la estructura institucional de los países en desarrollo concluye que estas, generalmente, carecen de suficiente efectividad. En consecuencia, la calidad de los servicios burocráticos tiende a ser deficiente, el costo de hacer negocios es elevado por las debilidades de la estructura social, los Gobiernos son inestables, el populismo es común, la confiabilidad y aplicabilidad de los contratos son limitadas, y existe espacio para la manipulación del sistema judicial, la corrupción, el soborno, la evasión de impuestos, entre otros3.

			En el caso peruano, el desempeño institucional es precario y ha mantenido esa tendencia en las últimas décadas. Según el Foro Económico Mundial (FEM), el pilar de institucionalidad es uno de los tres donde nuestro país presenta el peor desempeño: ocupa el puesto 94 de 144 países. Los componentes donde el Perú muestra peores resultados son desempeño del sector público (puesto 98), excesiva carga regulatoria del Gobierno y limitada eficiencia del marco legal en la solución de controversias  (puesto 95), deficiente defensa de los derechos de propiedad y protección de la propiedad intelectual, y orientación futura del Gobierno (puesto 108). Esto último refleja la escasa capacidad de respuesta del Estado a un entorno cambiante, así como la falta de una visión a largo plazo.

			Para lograr un desarrollo pleno y mayor cohesión social, creemos que se debe construir y aplicar una agenda de reformas que construya sobre la base de los tres principios identificados por el economista desarrollista Dani Rodrik: la protección de los derechos de propiedad y el mantenimiento del Estado de derecho, de modo que los inversores —actuales y futuros— perciban el rendimiento de sus inversiones4; el reconocimiento de la importancia de los incentivos privados y la necesidad de alinearlos con los costos y beneficios sociales para lograr la eficiencia productiva5; y la conducción de políticas macroeconómicas y financieras, teniendo en cuenta la sostenibilidad de la deuda, los principios macroprudenciales y la estabilidad de los precios6.

			En ese sentido, Rodrik (2012) afirma que la conducción de reformas orientadas al desarrollo económico requiere un esfuerzo para construir cuatro tipos de instituciones que mantengan el impulso al crecimiento y construyan resiliencia ante la ocurrencia de shocks externos:

			
					Instituciones creadoras de mercado (derechos de propiedad y cumplimiento de contratos).

					Instituciones reguladoras del mercado (para lidiar con los oligopolios y monopolios, las externalidades, las economías de escala, la información incompleta).

					Instituciones estabilizadoras del mercado (a través de la gestión monetaria y fiscal).

					Instituciones legitimadoras del mercado (protección social, políticas redistributivas, servicios de prevención, promoción y atención de la salud, educación, entre otros).

      

				Esa es la tipología que usaremos para identificar las reformas institucionales que el Perú requiere, luego de analizar el desempeño de nuestro país durante las últimas cuatro décadas.

				Entre reformas y años perdidos

				La historia económica del Perú de los últimos 60 años se ha caracterizado por la recurrencia de periodos de auge y crisis. Sus determinantes centrales han sido la aplicación de distintos modelos económicos de desarrollo y la alternancia entre ciclos de bonanza, shocks externos y desastres naturales. A diferencia de lo que en América Latina se conoce como la década perdida, en el Perú se puede hablar con certeza de tres décadas perdidas.

				Estos periodos empezaron a finales de los años sesenta, cuando los Gobiernos de turno —al igual que el resto de la región— adoptaron un modelo de sustitución de importaciones para impulsar ciertas industrias denominadas estratégicas. Sin embargo, el llamado «experimento peruano» terminó en la mitad de los años setenta, tras sucesivas crisis de balanza de pagos. Hacia finales de dicha década, se inició un cambio en la orientación de la política económica para estabilizar la macroeconomía y abrir tímidamente la economía. Con la promoción de las exportaciones y la liberalización del sistema financiero, se dieron pasos hacia la adopción de reformas económicas. Sin embargo, fueron interrumpidos por la crisis de la deuda externa y el Fenómeno El Niño de 1983.

				A inicios de los ochenta, se vislumbraba la posibilidad de implementar algunas reformas que estabilizaran y expandieran los mercados. Pero se vieron abortadas por la heterodoxia y el populismo que caracterizaron la primera gestión de Alan García (1985-1990). Sus primeros años de gobierno mostraron un auge económico artificial, sustentado en el impulso de la demanda interna a través de una política de incremento del gasto público, subsidios generalizados y la adopción de controles de precios. Sin embargo, las consecuencias de dichas políticas fueron muy adversas: una contracción acumulada de la economía de -28 % entre 1987 y 19907, y una crisis inflacionaria que alcanzó su pico en 1990 cuando la inflación superó el 7000 % anual.

				Como resultado del descalabro macroeconómico y de la profunda recesión que vivió el Perú, se dio un importante deterioro en la calidad de vida de los peruanos, con la precarización de los ingresos reales, un nivel de desempleo creciente y un repunte de la pobreza que alcanzó a más de la mitad de los peruanos. Este periodo fue, también, uno de los más violentos de nuestra historia por el flagelo del terrorismo. Así, el reto del Gobierno de Alberto Fujimori (1990-2000) no solo era estabilizar la economía, sino pacificar el país.

				A inicios de los años noventa, empezó un programa de profundas reformas estructurales que sentó las bases para el crecimiento de la actividad productiva y la estabilidad macroeconómica. La grave crisis económica y social que enfrentaba el país representó una oportunidad para realizar un programa de reformas agresivas en el ámbito fiscal, monetario y cambiario, al tiempo que el país se reincorporaba al mercado internacional (Abusada, et al., 2000). Las principales medidas implementadas se enfocaron en eliminar los controles de precios, abolir sistemas cambiarios múltiples y reducir paulatinamente los aranceles.

				Asimismo, se adoptaron una serie de reformas económicas orientadas a alcanzar una economía social de mercado y dejar atrás el intervencionismo. La idea básica era contar con una economía abierta y desregulada, con un equilibrio fiscal controlado y, a partir de un nuevo rol del Estado como promotor y regulador de la iniciativa privada, con la provisión subsidiaria de infraestructura pública y servicios básicos (Abusada, et al., 2000). Bajo el modelo de Rodrik, se habían recuperado y potenciado las instituciones estabilizadoras de mercado. Esto es, en el ámbito monetario y financiero se promulgó la nueva Ley del Banco Central de Reserva, que fortaleció su autonomía y prohibió que el Gobierno de turno ejerciera presión para financiar el gasto público.

				Se reforzaron, además, las instituciones reguladoras en lo que respecta al sistema financiero, el mercado laboral y la política tributaria. En el primero, se eliminaron los controles a tasas de interés para liberalizar el mercado financiero y se modernizó la regulación bancaria. En cuanto al aspecto laboral y previsional, se inició una flexibilización de condiciones laborales y se creó el Sistema Privado de Pensiones, basado en cuentas de capitalización individual, como una alternativa al sistema público de pensiones que estaba en un claro colapso. En cuanto a lo tributario, se implementó una política de reducción progresiva de las tarifas arancelarias que promovió una mayor apertura comercial, y se simplificó el esquema tributario para disminuir la cantidad de impuestos.

				Por último, se priorizaron las instituciones creadoras de mercado, siendo una de las principales reformas la adopción del rol subsidiario del Estado en la economía. Esto implica que el Estado ejerce un rol principalmente orientado a garantizar y promover la inversión privada nacional y extranjera, y solo puede realizar actividad empresarial previa autorización por ley expresa y por razones de alto interés público o de manifiesta conveniencia nacional. Así, en el marco de un proceso de promoción de la inversión privada como el principal motor del crecimiento económico, se fortalecieron las instituciones reguladoras del mercado mediante la creación de los organismos reguladores autónomos que deben cumplir la función de velar por la defensa de la competencia y de regular en el caso de los monopolios naturales.

				A partir de las reformas mencionadas, el Perú pasó de tener la mayor crisis económica de América Latina en el siglo XX a ser uno de los países con los más sólidos fundamentos de la región, con un equilibrio fiscal controlado, reservas internacionales en ascenso y un mercado financiero robusto. Estas reformas convirtieron a la inversión privada en el principal motor del crecimiento, la generación de empleo y el incremento de los ingresos.

				Sin embargo, hacia fines de la década, el Gobierno perdió la visión estratégica y el sentido de urgencia de continuar con las reformas iniciadas, y dejó de lado la adopción de reformas de segunda generación (Abusada, et al., 2000)8. Más aún, la corrupción generalizada y sistémica generó tal daño institucional que, veinte años después, sigue representando una barrera para el desarrollo económico y social del país.

				Desde la década de 2000, iniciando con el Gobierno de transición de Valentín Paniagua, se promovió un conjunto de reformas, pero sin el ímpetu de inicios de los años noventa. Es probable que, al contar con un entorno externo favorable, hubiera menos incentivos por reformar que en la situación de crisis previa. Durante el mandato de Alejandro Toledo (2001-2006), se impulsó la descentralización política, que dio pie a la creación de 25 regiones. Este proceso, lamentablemente, se implementó de forma apresurada y no se logró mejorar la articulación del territorio y la provisión eficiente de los servicios públicos. Ejemplo de ello es que no se creó una sola macrorregión que resultara de la fusión de uno o más departamentos.

				Además, el Perú suscribió el Acuerdo de Promoción Comercial (APC) con Estados Unidos, el primero de muchos que firmaría con otros países. El auge económico de la mano del boom de la minería trajo consigo un aumento de la conflictividad socioambiental en las zonas de influencia de los proyectos mineros, de hidrocarburos y eléctricos. Como parte de los compromisos del APC, la segunda gestión de Alan García (2006-2011) creó el Ministerio del Ambiente, pero la conflictividad social ha continuado hasta hoy. También se implementaron reformas para mejorar la competitividad del país y sacar mejor provecho de la apertura comercial.

				Durante el Gobierno de Ollanta Humala (2011-2016) se dio particular impulso a las políticas sociales, muchas de ellas institucionalizadas con la creación del Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (Midis). Además, hubo esfuerzos por mejorar la calidad de la educación superior, adoptar políticas de diversificación productiva, y profesionalizar la carrera pública con la aprobación de la Ley del Servicio Civil en 2013.

				En 2016, empezó el Gobierno de Pedro Pablo Kuczynski, pero no duró ni dos años. Tras una constante obstaculización por parte de la mayoría congresal, Kuczynski se vio forzado a renunciar en medio de un escándalo de intento de compra de votos y acusaciones asociadas al caso de corrupción que marcaría la agenda nacional: el caso Odebrecht. 

				En 2018, asume su vicepresidente, Martín Vizcarra. Su gestión se caracterizó por un enfrentamiento constante con el Congreso, que alcanzó su punto más álgido el 30 de setiembre de 2019, cuando el presidente lo disolvió. Paradójicamente, el nuevo Parlamento, instalado a inicios de 2020, terminaría vacando a Vizcarra en noviembre del mismo año. El que este hecho sucediera en plena pandemia y a cinco meses de las elecciones generales, generó movilizaciones de protesta a nivel nacional. La muerte de dos jóvenes producto de la represión policial llevó a la renuncia de Manuel Merino, con apenas seis días como presidente, y al nombramiento de Francisco Sagasti para un mandato interino. 

				Así, en el último quinquenio, el Perú ha tenido cuatro presidentes de la República, dos Congresos y nueve presidentes del Consejo de Ministros. Esta altísima inestabilidad y crisis política son muestra de que los Gobiernos pasados no profundizaron lo suficiente en las reformas necesarias para contar con una administración pública eficiente y un sistema de administración de justicia eficaz. Se dejaron de lado reformas clave para garantizar la calidad de los servicios educativos del nivel básico y superior, y para dotar de un esquema de administración y financiamiento moderno y eficiente que facilite el acceso a las prestaciones de salud con oportunidad a la población. Tampoco se construyó una red de protección social que fuese efectiva e inclusiva. Interpretando a Rodrik, se relegaron las instituciones que debían legitimar el mercado. En otras palabras, se dejaron de lado reformas para mejorar la protección social, políticas redistributivas y la prestación de servicios de agua y saneamiento, salud y educación con calidad y equidad.

				La estabilidad macroeconómica alcanzada desde inicios de los 2000 representó una condición indispensable para el crecimiento económico de las últimas dos décadas, y permitió que el Perú fuera la tercera economía de América Latina con mayor crecimiento. La confianza de los agentes sobre la situación económica, junto con el boom de los precios de los minerales entre 2004 y 2013, nos permitieron crecer a una tasa promedio anual de 6.4 %.

				Este periodo de crecimiento sostenido es el principal factor que explica la reducción de la pobreza monetaria en lo que va del siglo XXI9. Más de nueve millones de peruanos salieron de la pobreza, y la clase media creció significativamente: solo entre 2004 y 2018, pasó de 19 % a 45 % de la población (IPE, 2019; Bárcena y Serra, 2010).

				Sin embargo, acabado el superciclo de materias primas, el país enfrentó una marcada desaceleración del crecimiento: entre 2014 y 2019, la tasa de crecimiento promedio fue de 3 %. Esta desaceleración económica, sumada a la inestabilidad política de los últimos años, también se tradujo en una desaceleración de la reducción de la pobreza. Mientras entre 2005 y 2009, cuando la economía crecía a una tasa promedio anual de 5.2 %, la incidencia de pobreza monetaria se redujo en 22.1 puntos porcentuales, entre 2015 y 2019 solo se redujo en 1.6 puntos porcentuales, con una tasa de crecimiento promedio de 2.1 %.

				La pobreza monetaria y el riesgo de volver a caer en ella —vulnerabilidad monetaria— están estrechamente relacionados con un menor acceso a servicios, lo que dificulta el pleno desarrollo y ejercicio de los derechos de la población. Pero estas vulnerabilidades se enmarcan en una economía altamente informal, donde siete de cada diez trabajadores laboran sin una adecuada cobertura de seguridad social. A su vez, esta informalidad no solo afecta de mayor manera a la población en situación de vulnerabilidad, sino que se suma a las carencias en materia de servicios básicos, salud, educación, vivienda de calidad. El hecho de que uno de cada dos peruanos esté en tal grado de vulnerabilidad, solo confirma la urgencia de implementar las reformas de segunda generación que posibiliten una mejor calidad de vida para todos los ciudadanos.

				Las reformas de primera generación consiguieron sacar al Perú de cuidados intensivos. Estuvieron pensadas en un entorno de crisis para estabilizar a la economía y permitir el desarrollo. Con los años, la producción nacional creció y la pobreza se redujo como nunca en la historia: las políticas cumplieron su principal objetivo y el Perú estaba fuera de peligro, pero aún no estaba en la situación deseada. Para seguir desarrollándose requería de mayor productividad y capital humano, del respeto hacia las leyes e instituciones, de políticas que consideren la sostenibilidad ambiental, económica y social, y de un entorno de innovación y de mayor legitimidad del mercado. Estas tareas permanecen, en gran medida, como asignaturas pendientes que el próximo Gobierno debe adoptar.

				La pandemia y la urgencia de las reformas

				Si, hasta el año 2019, el Perú se había estancado y sufría de un marcado deterioro de su institucionalidad y de gran inestabilidad política, pocos podían imaginarse la crisis desatada por la pandemia. Desde que, a inicios de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud (OMS) declaró a la COVID-19 como una pandemia mundial, los casos detectados siguieron un crecimiento exponencial. Según el Mapa de Casos Globales de la COVID-19 elaborado por la Universidad Johns Hopkins, al 2 de marzo de 2021 —un año después del anuncio de la OMS—, se habían registrado 115 082 747 de casos en el mundo, con 90 801 823 personas recuperadas y 2 552 272 fallecidas.

				La pandemia sumergió al mundo en una de las crisis más severas de los últimos 100 años. Como nunca, la salud y la economía afectaron la vida de millones de personas simultáneamente. Y, claramente, muy pocos países estaban preparados para lidiar con una situación de esta envergadura. Aun cuando la región latinoamericana tiene un largo historial de shocks externos, no hay ningún antecedente en la historia moderna de haber afrontado una crisis de esta magnitud; es decir, con el colapso de la demanda externa, disrupciones de oferta por las medidas de confinamiento y aislamiento social, y cierre de fronteras.

				El Perú es el tercer país de Latinoamérica con el mayor número de casos de la COVID-19 detectados, con más de un millón quinientos mil personas infectadas (casi el 5 % de la población total de Perú), más de cincuenta mil fallecidos de acuerdo con las cifras oficiales del Ministerio de Salud y más de ciento cuarenta y cinco mil según las del Sistema Nacional de Defunciones. Sin embargo, en términos per cápita, es el país con mayor número de muertes por cada millón de habitantes en la región.

				El Gobierno adoptó una serie de medidas estrictas para contener la propagación de la COVID-19, como el aislamiento obligatorio y las restricciones a las actividades económicas. Como consecuencia de las deficiencias estructurales y la informalidad, no tuvimos éxito en contener tempranamente la pandemia. La paralización de gran parte de las actividades económicas llevó a que el PBI nacional sufriera una contracción de 11.1 % en 2020. Esto se tradujo en una reducción generalizada de los ingresos y una disminución significativa en el empleo10.

				Ante la pérdida de puestos de trabajo, es posible que la economía peruana haya transitado a un equilibrio subóptimo donde las tasas de empleo inadecuado11 o subempleo han aumentado como una respuesta a la falta de oportunidades y la necesidad de generar ingresos. Según la Encuesta Permanente de Empleo (EPE), en Lima Metropolitana la tasa de subempleo pasó de 33.2 % en 2019 a 41 % en 2020. Aunque aún no hay datos oficiales, la reducción en los niveles de ingresos y la pérdida de puestos de trabajo llevan a esperar que se produzca un incremento generalizado en los niveles de pobreza monetaria. Lavado y Liendo (2020) estiman que la pobreza monetaria aumentó de 20.2 % a 29.8 % en el periodo 2019-2020; es decir, 3.2 millones de personas más. Y que la pobreza extrema se incrementará de 2.8 % a 5.7 % (cerca de un millón de personas). En un año hemos retrocedido los avances logrados en una década.

				La Figura 1 muestra cómo, en promedio, los países con mayor número de muertes presentan mayor recesión económica. Esto significa que la poca eficiencia en el control de la pandemia no solo se traduce en el enorme costo social de muertes derivadas de ella, sino también en un costo económico significativo que afecta directamente el bienestar de la población (mayores niveles de pobreza y desigualdad). El Perú figura entre los países con peor desempeño en ambas dimensiones, con una de las mayores contracciones económicas a escala mundial (11.1 %) y en el grupo de países con mayor número de muertes por cada millón de habitantes (1403 muertes), el indicador utilizado a escala mundial para medir la eficacia de los Gobiernos en la contención del virus. En suma, la pandemia hizo evidentes las brechas sociales que continúan sin ser debidamente atendidas en nuestro país.

				Figura 1. Correlación entre el número de muertes por la COVID-19 y la tasa de crecimiento económico

				[image: ]

				Fuente: Our World in Data (2020). Elaboración propia.

				Las propuestas

				Lo que distingue a nuestras propuestas de otras iniciativas es que se enfocan en cómo lograr los cambios. No solo sugerimos qué hacer para mejorar el bienestar de los peruanos y fortalecer la institucionalidad del país, sino explicamos cómo hacerlo, con metas e indicadores. Incluimos las medidas que se pueden llevar a cabo en los 100 primeros días de la nueva gestión presidencial. Pero también identificamos aquellas de mediano y largo plazo; esas que deben ser asumidas como política de Estado por las siguientes administraciones para avanzar realmente hacia el desarrollo.

				En estos años hemos comprobado cómo el populismo, la mediocridad y la corrupción no son exclusivos de una corriente política ni de un sector de la sociedad. Además, requerimos efectividad para plantear políticas de Estado que impidan que cada nuevo Gobierno busque refundar lo avanzado o, peor aún, patear el tablero. Es urgente avanzar en cumplir con las enormes expectativas ciudadanas insatisfechas por los deficientes servicios públicos que reciben.

				Creemos que construir institucionalidad para atender las crecientes demandas sociales exige, necesariamente, voluntad política y continuidad. El extraordinario crecimiento económico de los últimos 30 años no se ha visto todo lo reflejado que se podría en los indicadores nacionales de desarrollo. Esto porque no se implementaron las reformas de segunda generación necesarias para que ese crecimiento sostenido jugase en favor de la población. En esa celebrada bonanza, muchos sectores quedaron fuera.

				El Bicentenario constituye un hito para sentar las bases de una sociedad más justa y equitativa, con sólidos fundamentos macroeconómicos. Por ello, planteamos una serie de reformas orientadas al logro de ese resultado, clasificadas en ocho ejes: (I) reactivación económica para el crecimiento sostenido; (II) empleo, formalización y protección; (III) gestión sostenible de recursos naturales; (IV) gestión pública eficiente para mejores servicios; (V) salud desde la prevención y cuidados médicos cercanos; (VI) educación para la empleabilidad; (VII) agua y saneamiento de calidad y (VIII) reforma fiscal para la estabilidad macroeconómica. A continuación, presentamos un breve resumen de cada uno de los capítulos de esta publicación.

				En el capítulo I planteamos propuestas para la reactivación económica que implican impulsar las inversiones en infraestructura, minería y vivienda, entre otros sectores. Para acelerar la ejecución de la inversión pública, proponemos desplegar todas las nuevas modalidades de contratación disponibles, reformar los bonos de ejecución eficaz de la inversión pública de los Gobiernos regionales y asegurar el correcto uso de las transferencias que el Gobierno central le hace a los Gobiernos subnacionales. En materia de asociaciones público-privadas, proponemos evitar la superposición de funciones entre entidades públicas mediante una reingeniería de procesos, de tal manera que ninguna agencia sobrepase sus competencias legales. Además, establecer las precisiones legales que permitan que los funcionarios públicos tomen decisiones sin que el sistema de control interno penalice el ejercicio de la discrecionalidad de los funcionarios públicos y, como consecuencia, incentive la inacción estatal.

				La problemática en el caso de infraestructura se puede hacer extensiva en gran medida a otros sectores. Por ejemplo, la incapacidad de convertir la renta minera en proyectos que cierren las brechas sociales en las áreas de influencia de los proyectos extractivos, los elevados costos de transacción que introduce el cumplimiento de engorrosas regulaciones, el uso inadecuado de la autonomía municipal en el cobro de licencias y permisos que impiden el desarrollo de proyectos de vivienda y productivos.

				En el capítulo II abordamos la crisis del mercado laboral provocada por la pandemia: pérdidas masivas de empleos, cierres de empresas, ingresos reducidos y pérdidas de capital humano. Al mismo tiempo, proponemos atacar las debilidades estructurales que la crisis ha hecho más visibles; vale decir, el alto nivel de informalidad —explicado por la baja productividad del trabajo y la pobre relación entre costos y beneficios de vivir en la formalidad en medio de la informalidad—, y la ausencia de un sistema de protección social que proteja a los ciudadanos, especialmente en momentos de necesidad. Ante esta desafiante situación, requerimos políticas de empleo de emergencia que den rápida solución a las apremiantes necesidades de nuestros desempleados y de aquellos que han encontrado alguna actividad precaria de refugio para sobrevivir en esta difícil situación.

				Asimismo, necesitamos políticas que generen mayor productividad, particularmente entre nuestros trabajadores más jóvenes, de manera que accedan a empleos de mayor calidad y con perspectivas de carrera. De igual modo, son indispensables políticas que promuevan una mayor formalidad tanto a nivel de las empresas como del mercado laboral. Finalmente, debemos iniciar una transición hacia un sistema de protección social que cubra a todos los ciudadanos, no solo a los trabajadores con un empleo formal.

				En el capítulo III abordamos la gestión eficiente de los recursos naturales. En minería e hidrocarburos planteamos priorizar una mirada territorial del desarrollo, y que los nuevos proyectos se inserten desde su concepción en los planes de desarrollo local y regional, lo que está en relación con que se coordine desde un inicio con las autoridades locales. Creemos que esta propuesta debe fortalecer la mesa ejecutiva minero-energética, de tal modo que lidere la articulación entre el Gobierno central, los Gobiernos subnacionales, los actores locales y los líderes de los proyectos, y así se garantice una ejecución en ritmos apropiados y con activa participación local. Asimismo, recomendamos fomentar la exploración, con el objetivo de poner en valor los recursos minero-energéticos. En materia forestal, proponemos ampliar el aprovechamiento de los bosques de producción permanente a través de nuevas concesiones con fines maderables, mejorando procedimientos que estén en curso. Junto con ello, es importante que las regiones que tienen la competencia sobre la gestión forestal culminen con los procesos de zonificación.

				En el capítulo IV sustentamos que existe mucho espacio para mejorar la gestión pública, y así lograr un Estado más funcional en beneficio del ciudadano. En primer lugar, proponemos que debe acelerarse la implementación de la Ley del Servicio Civil, donde las entidades revisen y mejoren sus procesos, definan los perfiles de los puestos para llevarlos a cabo, y generen un «cuadro de puestos de la entidad» que se complete mediante concursos públicos. En segundo término, creemos que es necesario seguir avanzando con la articulación de los sistemas administrativos del Estado, sobre todo los vinculados al gasto público. La única manera de lograr un gasto público eficiente, eficaz, transparente y de calidad, es mejorando la manera como los sistemas se articulan para lograr la prestación oportuna de los servicios. Para mejorar la logística en la provisión de servicios, sugerimos implantar un nuevo sistema administrativo de abastecimiento. En tercer lugar, recomendamos mejorar la relación directa del Estado con el ciudadano. Esta agenda está relacionada con la simplificación administrativa y la calidad regulatoria, para lo cual es indispensable la transformación digital.

				En el capítulo V abordamos la crítica situación del sector salud, golpeado como nunca por la pandemia. Proponemos que el sector se reenfoque hacia la prevención y la atención temprana. Esto implica fortalecer el primer nivel de atención para que los ciudadanos, con el apoyo de las instituciones prestadoras de servicios de salud, puedan prevenir tempranamente enfermedades, detectar algún problema de salud y resolverlo a tiempo evitando llegar al hospital. Además, este primer nivel, que debe ofrecer atención ambulatoria, tiene que contar con médicos de familia y de las principales especialidades, acceder a tecnologías que permitan un adecuado diagnóstico (como laboratorio, por ejemplo), así como a las medicinas demandadas. Debe contar, a la vez, con el respaldo de hospitales asignados (segundo nivel de atención), vinculados por un buen sistema de transporte y comunicaciones, y a los que se pueda referir al paciente oportunamente, de ser necesario. Estos, a su vez, deben poder derivar al paciente que así lo requiera a un tercer nivel de atención, compuesto por los hospitales de mayor complejidad.

				Para atender adecuadamente a los ciudadanos, proponemos que los prestadores de servicios en el sector salud trabajen de modo articulado. Esto pasa por armar redes de establecimientos de primer y segundo nivel con poblaciones asignadas a cada uno, para cuidar a las personas de manera cercana, accesible y oportuna.

				En materia de educación, en el capítulo VI, proponemos revertir los efectos negativos de la COVID-19 durante el siguiente lustro, mejorando los accesos y los aprendizajes y, al mismo tiempo, hacerlo con mayor equidad. Ello requerirá adaptar las estrategias de inclusión a las nuevas necesidades, mejorar las capacidades de los docentes, directores y escuelas para la educación a distancia, y una adecuada implementación del currículo. Además, para lograr que más del 40 % de egresados de secundaria transite hacia la educación superior planteamos fortalecer la calidad de las universidades y, en especial, de los institutos y centros de educación técnico-productivos. Asimismo, proponemos una estrategia para revalorar al docente, optimizar y licenciar a todas las escuelas superiores, con programas de estudios y docentes alineados a las nuevas necesidades curriculares.

				Por último, la modernización de la gestión educativa requiere reducir la atomización de los servicios para integrarlos en centros educativos con mayor capacidad de gestión y autonomía. Sugerimos que el cierre de brechas de infraestructura priorice la conexión con servicios públicos —agua y saneamiento e internet son claves—, la atención al riesgo de colapso y la transformación digital, para asegurar servicios a distancia más eficientes y transparentes.

				En el capítulo VII, sobre agua y saneamiento, proponemos dejar atrás la política de promoción y financiamiento de ejecución de obra física y virar hacia una estrategia de provisión eficiente de los servicios de agua y saneamiento a los ciudadanos. Ello requiere reformar profundamente el sector a partir de tres ejes fundamentales: el modelo de gestión, el modelo de financiamiento y el reordenamiento institucional. Para mejorar la gestión, planteamos cambiar el modelo de las empresas prestadoras de servicios de agua y saneamiento para lograr una mayor escala y profesionalización de su gestión técnica, comercial y administrativa. Esto a partir de asociaciones con operadores especializados mediante alguna forma de asociación público-privada, empezando por contratos de gestión. Además, recomendamos desvincular las decisiones técnicas sobre el ciclo de inversión en proyectos sectoriales de las decisiones políticas. Y proponemos una mayor claridad de las competencias de los actores públicos, desde el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento —para que ejerza la rectoría del sector— hasta los Gobiernos regionales, que deberán cumplir especialmente la importante labor de desarrollar los planes de agua y saneamiento con énfasis en lo rural.

				En el capítulo VIII, abordamos la necesidad imperante de incrementar los ingresos fiscales permanentes, duramente golpeados por la crisis sanitaria y económica generada por la pandemia de la COVID-19. Para ello, recomendamos una estrategia tributaria que mejore el cumplimiento del marco normativo actual; masifique las boletas electrónicas para aumentar la base de contribuyentes; simplifique los regímenes tributarios para las pequeñas empresas; mejore la progresividad del impuesto a la renta a las personas; aumente el IGV en 1 % para financiar un esquema de protección social; prepare el camino para maximizar el cobro del impuesto predial; y racionalice de manera inteligente el gasto tributario; entre otras medidas. Estos esfuerzos permitirían recaudar 2 % del PBI sin tener que crear nuevos tributos ni aumentar las tasas de otros impuestos.

				En las reflexiones finales presentamos aquellos aspectos transversales a los ocho capítulos, que resultan claves para lograr las metas planteadas en cada eje y, sobre todo, para construir una sociedad democrática, próspera, cohesionada y moderna. Estos son: (i) construir un Estado fuerte y moderno al servicio de los ciudadanos; eficiente, eficaz y transparente, y que provea bienes y servicios públicos de calidad; (ii) desarrollar un sistema de protección social desvinculado de la condición laboral o socioeconómica de los ciudadanos, para superar la vulnerabilidad de la población ante la ocurrencia de eventos disruptivos, shocks externos o desastres naturales; y (iii) construir la confianza y la colaboración Estado-empresa-ciudadanía para fortalecer el contrato social y construir un país viable.
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REACTIVACIÓN ECONÓMICA PARA EL CRECIMIENTO SOSTENIDO12

			Luis Miguel Castilla

			Antecedentes

			Una de las prioridades centrales del próximo Gobierno será lograr, en el más breve plazo, la reactivación de la economía tras la recesión de 11.1 % registrada en el año 2020. Hay un real sentido de urgencia por dinamizar la actividad productiva y generar ingresos para la población, ante el dramático impacto de la crisis. En menos de un año, alrededor de tres millones de ciudadanos regresaron a la pobreza o viven bajo condiciones muy precarias por haber perdido sus trabajos o haber reducido sus niveles de ingreso.

			Aun cuando se espera un «rebote» del crecimiento económico en 2021 —especialmente con la reanudación de la actividad de la mayoría de sectores tras las medidas de confinamiento—, una reactivación sostenible dependerá de la aceleración de la inversión doméstica y de mejoras en la productividad de mediano plazo. En el corto plazo, sin embargo, la herramienta de política pública más efectiva para dinamizar la economía será desplegar una campaña nacional de vacunación que elimine el riesgo de nuevas oleadas de contagios y la necesidad de imponer otra vez medidas restrictivas de aislamiento social. Mientras esto no ocurra, se dilata la recuperación de las expectativas de los agentes económicos, tanto de consumidores como de empresarios, lo que limita la confianza requerida para impulsar la actividad productiva.

			Antes de la pandemia del nuevo coronavirus, el Perú estaba en un momento de gradual recuperación de la actividad económica tras un periodo de gran inestabilidad política y desconfianza institucional. La desaceleración de la economía peruana empezó en 2014, con el fin del ciclo de bonanza de las materias primas que llevó a que el país creciera a un promedio anual de 6.4 % entre 2004 y 2013. Posteriormente, entre los años 2014 y 2019, creció a un promedio anual de solo 3 %. Este menor crecimiento del producto bruto interno (PBI) provocó que el ritmo de reducción de la pobreza disminuyera significativamente y que alrededor del 20 % de la población no pobre esté en una situación de elevada vulnerabilidad, especialmente ante la ocurrencia de algún shock externo. Esto cobra particular relevancia habida cuenta de que el Perú es un país muy expuesto a shocks externos y desastres naturales que tienden a tener efectos duraderos en el bienestar de su población.

			Figura 2. Tasa de crecimiento económico (2000-2020)
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			Fuente: Banco Central de Reserva del Perú. Elaboración propia.

			Ese periodo de mayor crecimiento económico trajo consigo una vigorosa ampliación del empleo y los ingresos salariales, lo que redujo considerablemente la tasa de pobreza y convirtió al Perú en uno de los países con mayor disminución en la región. De hecho, la pobreza monetaria se redujo de 58.7 % a 26.1 % entre 2004 y 2013. Esto equivale a decir que 9.1 millones de personas dejaron de ser pobres durante esos 10 años. Si bien la pobreza mantuvo una senda de reducción sostenida, fue significativamente menor que en el pasado: solo se redujo 4.9 % entre 2014 y 2019.

			Antes de la pandemia, la pobreza monetaria era de 20.2 %. Producto de ella, Lavado y Liendo (2020) estiman que habría aumentado a 29.8 % en 2020, lo que equivale a 3.2 millones de personas. Y que la pobreza extrema habría pasado de 2.8 % a 5.7 %, equivalente a cerca de un millón de personas. Es decir, en un año se borró casi una década de ganancias en reducción de la pobreza. Revertirlo demanda acelerar el crecimiento económico impulsando la inversión y la productividad.

			Figura 3. Evolución de la pobreza monetaria (2000-2020)
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			Nota: * Estimado.

			Fuente: Encuesta Nacional de Hogares y Lavado y Liendo (2020). Elaboración propia.

			Pese a las mejoras registradas en el Perú en las últimas dos décadas, persisten brechas estructurales en materia de productividad e inversión respecto a sus pares en la región y otras economías líderes. Entre 1970 y 1990 hubo un serio declive en los niveles de productividad. Incluso, la contracción registrada fue más rápida que el promedio de la región. Durante ese periodo, el país —al igual que la mayoría de sus vecinos— aplicó políticas proteccionistas basadas en la sustitución de importaciones, con Gobiernos que acumularon importantes desequilibrios macroeconómicos y privilegiaron la intervención pública en los mercados a través de medidas distorsionantes que coartaron la eficiencia en la asignación de los recursos productivos.

			Tras la estabilización macroeconómica y la liberalización adoptada en el marco de la entrada en vigencia de la Constitución de 1993, se aprecia una recuperación muy significativa donde la tasa de crecimiento de la productividad en el Perú superó la del promedio de los países de la región e, incluso, la de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Las ganancias en productividad vinieron acompañadas de un proceso de agresiva inserción internacional y de promoción de la actividad privada como motor del crecimiento.

			No obstante, pese a estas mejoras y a haber equiparado los niveles de productividad de la región, se mantienen las significativas brechas con respecto a los países de la OCDE. Según los indicadores del Foro Económico Mundial, las mayores son capacidad de innovación, calidad del capital humano, instituciones e infraestructura, rigideces en la normatividad laboral, y bajo uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC). En general, estas restricciones —principalmente de carácter microeconómico— explican los grandes diferenciales que persisten entre el Perú y las economías más avanzadas.

			El periodo de rápido crecimiento se sustentó en una importante aceleración de la inversión doméstica, que en el pico del superciclo de los commodities llegó a tasas cercanas al 28 % del PBI. Pero, desde 2014, la inversión —principalmente la privada— permanece estancada e, incluso, se ha contraído. De hecho, hasta 2019, su tasa de crecimiento promedio fue de -0.5 %. Esto ha generado que la inversión total, relativa al tamaño de la economía, tenga una menor importancia en comparación con economías líderes; es decir, la inversión total representó el 20.9 % del PBI en 2019, muy lejos del nivel registrado en los países del Sudeste Asiático, equivalente al 33 % del PBI.

			En 2020, la pandemia provocó un colapso en la inversión en el país. Según el Banco Central de Reserva del Perú, se contrajo en -17.3 % (-17.7 % la pública y -17.2 % la privada). Dado que la inversión privada representa el 80 % de la inversión total en el país, reactivarla pasa por recuperar la confianza empresarial y mejorar el ambiente de negocios. Por su parte, la inversión pública deberá acompañar la necesaria aceleración del gasto privado. En el contexto pospandemia, el Perú tiene un gran potencial para continuar creciendo y mejorar la calidad de vida de sus ciudadanos. Lograr un crecimiento económico sostenido dependerá de que se adopten las reformas institucionales y microeconómicas necesarias para acelerar la expansión de la productividad y de la inversión. En lo que resta de este capítulo presentaremos propuestas concretas para acelerar la reactivación económica, con un foco en el corto plazo.

			Identificación de alternativas de política para la reactivación

			La selección de políticas para la reactivación económica obedece principalmente a dos criterios. Primero, para contribuir tanto a la recuperación del PBI como a la generación de nuevos puestos de trabajo se escogieron sectores con gran capacidad para generar ingresos y empleo. Por otro lado, se identificaron intervenciones donde el país muestra brechas significativas respecto a sus pares latinoamericanos y la OCDE. Esto es, medidas que pueden aumentar el crecimiento potencial y, a la vez, mejorar la calidad de vida de los ciudadanos. Como resultado de este análisis se seleccionaron tres áreas prioritarias: infraestructura, minería, y vivienda y construcción. Esto, por supuesto, no quiere decir que no deban impulsarse de manera decidida las inversiones en otros sectores productivos de la economía13.

			El detalle de las intervenciones que abarcan estos pilares se presenta en la próxima sección. Con su implementación se busca retomar la senda de crecimiento sostenido con tasas promedio anuales de entre 5 % y 6 %. Además, que la productividad total de factores crezca a una tasa de 2 % promedio anual (hoy es de 0.5 %), y que la inversión doméstica crezca a una tasa promedio anual de entre 7 % y 8 %, teniendo como objetivo alcanzar un 25 % del PBI en 2026 (4 puntos porcentuales más que en la actualidad). Esto se traduce en la creación de 400 000 puestos de trabajo cada año, lo que significa un acumulado de dos millones de puestos de trabajo en el periodo 2021-2026. Asimismo, se pretende lograr una reducción anual de la pobreza de 2 %, lo que, en términos agregados, significa que tres millones de ciudadanos saldrían de esta condición en 2026.

			Paralelamente, es importante avanzar con la adopción de una agenda de medidas que incremente la productividad en el mediano y largo plazo. Esto se vuelve aún más evidente en economías como la peruana donde, según el Foro Económico Mundial, el crecimiento ya no es gobernado por la acumulación de los factores de producción, sino por mejoras en eficiencia. Estos temas son abordados parcialmente en los otros capítulos de esta publicación. Asimismo, es necesario que el próximo Gobierno acelere el cumplimiento de las metas contenidas en el Plan Nacional de Competitividad y Productividad 2019-2030, y aplique las respectivas políticas sectoriales establecidas por los Gobiernos anteriores con una visión de políticas de Estado. Estas deberán procurar cumplir con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) que el Perú se ha trazado al 2030. Es fundamental darles continuidad a todos estos esfuerzos previos y construir sobre lo ya avanzado.

			Intervenciones para la reactivación en el corto plazo

			1) Inversión en infraestructura

			Diagnóstico

			La inversión en infraestructura de calidad es una herramienta clave para impulsar el crecimiento económico y aumentar la productividad y el desarrollo social14. Por un lado, impacta sobre el crecimiento económico y la productividad, en tanto dinamiza los diversos sectores económicos y provee mejores condiciones para la actividad económica de empresas, trabajadores y hogares15. Por otro lado, permite incrementar el acceso a servicios de calidad y atender las necesidades de la población. El mayor acceso a servicios básicos como salud, educación, agua potable y saneamiento, entre otros, eleva la probabilidad de salir de la pobreza y reduce la desigualdad de oportunidades16.

			El nivel de desarrollo y calidad de la infraestructura en el Perú está entre los más bajos de la región. En el informe del Foro Económico Mundial de 2019, se ubicó en el puesto 88 de 141 países en cuanto a la calidad de la infraestructura. No solo está en el último lugar entre los países de la Alianza del Pacífico17, sino que se mantiene en esa posición desde 2010. Este retraso es evidente cuando vemos que la brecha de infraestructura nacional asciende a más de S/ 363 000 millones, que equivalen al 50 % del PBI en 201918.

			La aprobación del Plan Nacional de Infraestructura para la Competitividad (PNIC) en julio de 2019, con una cartera priorizada de 52 proyectos por más de S/ 100 000 millones, representó un hito importante en el desarrollo de infraestructura del país y el esfuerzo por cerrar brechas sociales y productivas. Sin embargo, hasta diciembre de 2020 solo se había ejecutado el 3.3 % de la inversión total del PNIC, con una ejecución acumulada de 14.3 % del total de la cartera de proyectos priorizados19. Con este ritmo de ejecución, cumplir el plan tomará 40 años.

			A pesar de la magnitud de los retos que enfrenta el Perú en infraestructura, en los últimos años la inversión pública y privada se ha ralentizado. Desde 2016, se ha ejecutado menos del 70 % de lo presupuestado en inversión pública —en 2020 bajó a 62.6 %—. Considerando que en la última década el presupuesto de esta última aumentó en 43.7 %, es clara la reducción de la capacidad de ejecución de inversión pública en los tres niveles de Gobierno. Urge implementar medidas de corto plazo que permitan superar la «barrera» implícita de los S/ 30 000 millones de ejecución anual.

			Una de las razones de esta baja ejecución radica principalmente en la etapa de formulación y absolución de consultas a las bases, que causa el 72 % del retraso en el otorgamiento de la buena pro. En la etapa previa —programación— también se observan graves problemas, ya que la inclusión de proyectos no priorizados, incompletos o con poca conexión con las prioridades de la entidad ejecutora, pueden generar demoras en su ejecución o el abandono del proyecto a pesar de haber sido programado (CPC, 2021).

			Según el Reporte de Obras Paralizadas de la Contraloría General de la República (CGR), al 2019 existían 867 obras paralizadas por un monto de inversión de S/ 16 871 millones, equivalentes al 53 % de la inversión pública ejecutada en ese año (CGR, 2019)20. Esto por deficiencias técnicas o incumplimientos contractuales (39 %), arbitrajes (28 %) y limitaciones presupuestarias (15 %). Según el mencionado reporte, a marzo de 2019 las obras llevaban paralizadas, en promedio, más de 20 meses. Estos plazos eran mayores en el sector salud, donde el promedio de paralización de las obras supera los 33 meses.

			Más allá de estas consideraciones, entre los principales factores detrás de estas paralizaciones está el elevado déficit de capacidades técnicas, que tiende a ser más pronunciado a nivel de los Gobiernos subnacionales. También, el hecho de que muchos funcionarios públicos prefieren cumplir con los fallos arbitrales antes que tomar decisiones que les vayan a generar responsabilidades funcionales. A esto se suma la elevada rotación de funcionarios públicos, que le resta continuidad a los procesos, y el contar con contratos mal diseñados, lo que lleva a que alguna de las partes tienda a entrar en incumplimientos contractuales.

			Por otro lado, la participación privada en la provisión de infraestructura pública en el país ha caído en los últimos años. La adjudicación anual de proyectos de asociaciones público-privadas (APP) y obras por impuestos (OxI) mostró una tendencia a la baja desde 2014 y 2017, respectivamente (ver la Figura 4)21. En el caso de las OxI, se ha presentado un conjunto de problemas, que incluyen altos costos de transacción y coordinación con la entidad pública ante la elevada rotación de funcionarios, y cambios constantes en las normas sectoriales que modifican el alcance de los proyectos. Estos factores causan retrasos e introducen un mayor costo financiero (y reputacional) para las empresas privadas participantes. A esto se suma la deficiente calidad de los perfiles que, al ser actualizados por el privado, incrementan los presupuestos significativamente.

			Figura 4. Evolución de las adjudicaciones de proyectos de APP y OxI, 2009-2020 (millones de soles y número de proyectos)

			Adjudicaciones de proyectos de asociaciones público-privadas

			[image: ]

			(ii) Adjudicaciones de proyectos de obras por impuestos

			[image: ]

			Fuente: ProInversión. Elaboración propia.

			El Sistema Nacional de Promoción de la Inversión Privada (SNPIP) enfrenta una crisis de credibilidad por su incapacidad para encaminar proyectos de manera oportuna y eficiente (Banco Mundial, 2020). Muestra de ello es que el proceso de conducción, desde la promoción hasta el cierre financiero, de un proyecto de APP en el Perú supera los tres años (37 meses), el doble que en países como Brasil (17 meses) o Canadá (18 meses). Los mayores retrasos (21 meses) se concentran entre la adjudicación del contrato y el cierre financiero, pero la principal causa de retraso son las múltiples solicitudes de modificaciones técnicas de los concesionarios que se adjudicaron estos proyectos (Banco Mundial, 2020). Otra fuente importante de dilaciones está asociada a las demoras de las entidades públicas para cumplir los compromisos suscritos —como el saneamiento físico legal de predios o la liberación de interferencias—, o los elevados costos de transacción para obtener permisos y licencias.

			Además, existe un conjunto de duplicidades y superposiciones entre los actores partícipes del proceso de adjudicación de proyectos de APP (CPC, 2021)22. Entre las identificadas resaltan aquellas presentes en la fase de estructuración y elaboración de los contratos. Concretamente, durante el proceso de elaboración de los contratos, en las decisiones técnicas que corresponden a la entidad titular del proyecto (con el respaldo del asesor externo de transacción) intervienen las opiniones de otros actores. Por un lado, las opiniones de los organismos reguladores a las versiones finales de contratos no se enmarcan en sus competencias específicas23: el 67 % hacen referencia a las obligaciones de ejecución de obras, aspectos financieros o propios de la administración del contrato (CPC, 2021). De forma similar, el 89 % de las opiniones de la CGR se enfocan en aspectos técnicos, constructivos o de costos del proyecto, que van más allá del marco de sus competencias.

			Por último, uno de los problemas más resaltantes de los últimos años han sido los escándalos de corrupción asociados a la licitación y modificaciones contractuales de muchos de estos proyectos24. Resulta clave mejorar los mecanismos de control y fiscalización para reducir la incidencia de este flagelo en el accionar de los funcionarios públicos, y sancionar con estricto apego a ley a las empresas privadas involucradas en hechos delictivos. También, se requiere introducir cambios en el sistema de control interno para evitar que haya incentivos perversos que explican parte de la inacción y retrasos en la toma de decisiones. Muestra de ello es que, como se mencionó, la participación de la CGR en los sistemas de inversión se enfoca en aspectos técnicos propios de las competencias de los funcionarios. Además, una parte considerable de las sanciones que impone la CGR terminan siendo revocadas en una segunda instancia. Cifras del Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas revelan que una de cada tres sanciones a funcionarios públicos es revocada total o parcialmente en segunda instancia (TSRA, 2020). Esto ilustra la necesidad de implementar cambios que mejoren el control interno y velen por el adecuado uso de los fondos públicos y el control de la legalidad, pero sin desincentivar la toma de decisiones ante el temor de posibles sanciones administrativas o incluso penales.

			Propuestas de política

			Considerando la situación de los sistemas de inversión en infraestructura del país, planteamos tres líneas de acción para impulsar la inversión en infraestructura y contribuir a la reactivación de la economía: (i) acelerar la ejecución de proyectos de inversión pública; (ii) impulsar la participación privada en la provisión de infraestructura y servicios públicos; y (iii) empoderar la toma de decisiones técnicas del funcionario público frente a las acciones de control logrando un equilibrio entre discrecionalidad y fiscalización.

			
					Línea de acción 1: Impulsar la ejecución de proyectos de inversión pública

      

				El nuevo Gobierno debe trazarse la meta de incrementar la ejecución anual de inversión pública en al menos S/ 10 000 millones, para así superar el umbral de inversión pública de S/ 40 000 millones cada año (equivalentes al 5.4 % del PBI). Estimamos que con ello se podría generar medio millón de empleos directos al final del quinquenio 2021-202625. Para lograrlo, es necesario impulsar proyectos o paquetes de proyectos de infraestructura, al tiempo que se dinamizan las inversiones ejecutadas por los Gobiernos subnacionales26.

				Por un lado, es fundamental utilizar los mecanismos disponibles a corto plazo para acelerar la licitación de proyectos de gran envergadura, especialmente aquellos que cuentan con experiencia de éxito reciente y están habilitados por la normativa actual: los contratos Gobierno a Gobierno, la contratación de oficinas de gestión de proyectos y la implementación del nuevo modelo de inversión pública a través de Proyectos Especiales de Inversión Pública (PEIP). Cabe resaltar que estos mecanismos ofrecen diversas ventajas frente a las modalidades de obra pública tradicional normada por la Ley de Contrataciones del Estado (ver Cuadro 1), aunque siempre corresponderá a la CGR aplicar el control preventivo o concurrente considerando la disponibilidad de recursos financieros y humanos para evitar potenciales cuellos de botella. Estos mecanismos deberán ser utilizados mientras se mejoran los sistemas administrativos del Estado en materia de compras públicas, para que mejores postores participen en procesos más competitivos y se adhieran a los mejores estándares internacionales27.

				Cuadro 1. Principales ventajas de los mecanismos de inversión pública propuestos

				[image: ]

				Fuente: Medina (2019); MEF (2019; 2020). Elaboración propia.

				De esta manera, planteamos que cada ministerio que forma parte del PNIC cuente con una PMO que permita acelerar la ejecución de los proyectos priorizados. La creación de las PMO debe seguir una lógica sectorial o por tipología de proyectos para generar economías de escala y con costos comparables entre distintas PMO (Banco Mundial, 2020). Esta implementación se puede complementar con el uso de contratos Gobierno a Gobierno o la ejecución de grandes proyectos mediante la creación de PEIP en diversos sectores. Por ejemplo, en el presupuesto público de 2021 existen 66 proyectos en el sector salud, transporte, y agua y saneamiento, con una inversión total de S/ 16 000 millones. Estos proyectos podrían sumarse al PEIP «Escuelas Bicentenario» creado en 2020 y aprovechar las ventajas asociadas a este mecanismo de inversión pública28.

				Por otro lado, resulta indispensable impulsar la inversión pública en los Gobiernos regionales y locales. Para ello, proponemos perfeccionar los incentivos para una gestión eficiente y transparente de las inversiones. En primer lugar, sería oportuno reformar los Bonos de Incentivos por la Ejecución Eficaz de Inversiones (BOI) implementados entre los años 2011 y 2012. Permitirían no solo movilizar la ejecución de proyectos de inversión pública a escala regional y local en el corto plazo, sino asegurar el cumplimiento de resultados, como la provisión de servicios públicos a la ciudadanía y el cierre de brechas en el marco de las estrategias de desarrollo territorial. Esto es importante para evitar introducir incentivos perversos que motiven el devengamiento de proyectos de baja calidad con el fin de obtener el incentivo sin necesariamente asegurar la prestación de servicios de calidad o mejorar el desarrollo local.

				Además, planteamos eliminar gradualmente las transferencias que el MEF le hace a los Gobiernos subnacionales para evitar el uso discrecional y opaco de estas «bolsas» de recursos. En su lugar, proponemos mejorar la programación de las inversiones y que la asignación de recursos se haga directamente al Presupuesto Institucional de Apertura (PIA) de los Gobiernos subnacionales. También, para ciertos proyectos piloto se podría promover el uso de fideicomisos estandarizados que dinamicen la gestión financiera de parte de los más de S/ 6000 millones que son transferidos a los Gobiernos regionales y locales para proyectos de inversión pública. Estos fideicomisos pueden ser administrados por COFIDE u otros fiduciarios, lo que permitirá blindar a los proyectos ante posibles casos de corrupción y de la injerencia política en la gestión financiera de las inversiones29.
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Mecanismo de compra entre Estados, de uso extendido a escala
internacional para la contratacion de bienes, servicios y obras
complejas. Los beneficios del Estado contratante recaen en el
aprovechamiento del know-how del Estado contratista, las
economias de escala, el acceso a proveedores internacionales,
el destaque de profesionales de experiencia internacional, asi
como el beneficio de entablar relaciones de colaboracion
mutua entre Estados (Medina, 2019). Esto tltimo ha ocurrido
recientemente: tras la contratacion del Pert con el Reino
Unido para los Juegos Panamericanos, se ha logrado a
con este mismo Estado en la ejecucion de un grupo de
proyectos de la Autoridad de Reconstruccién con Cambios.

vanzar

Oficinas de

gestion de

proyectos
(PMO)

Consisten en incorporar un servicio por proyecto o cartera de
proyectos en la forma de asistencia técnica especializada para
la gerencia de proyectos (MEF 2019). Las oficinas de gestion
de proyectos (PMO por sus siglas en inglés) no reemplazan a
la entidad ejecutora, sino brindan asistencia técnica para facilitar
la gestion de inversiones, desarrollar capacidades en la entidad
y que adopten mejores pricticas de gestion.

Proyectos
Especiales de
Inversion
Pblica

Los PEIP presentan diversas ventajas (MEF 2020):

+ Agilidad en la ejecucién: en tanto no se ejecutan bajo
la Ley de Contrataciones del Estado, se exceptiian plazos
reglamentarios de licencias municipales y se brindan
facilidades para Ia liberacién y registro de interferencias.

*  Mejoramiento de la gestion de proyectos: mediante
la asistencia en gestion de inversiones (PMO), adaptacion
delalcance y metodologia del proyecto a través de la Junta
de Cambios.

* Facilidades contractuales: utilizar contratos de estindares
internacionales (por ejemplo, NEC) les permite otorgar
condiciones especiales para contratar funcionarios y
facilidades para suscribir convenios de administracion de
recursos con organismos internacionales.
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